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RESUMEN 

Una de las figuras jurídicas más controvertidas en el Derecho Civil es el referido al 

proceso de desalojo por ocupación precaria. Durante décadas se ha discutido en la 

doctrina y jurisprudencia la naturaleza de este proceso sumario y el nivel de análisis 

que deberían tener los jueces respecto de los medios probatorios ofrecidos por las 

partes en el mismo.  

Evidentemente, esta falta de consenso generó incertidumbre jurídica y una maraña 

de situaciones que hacían del proceso de desalojo, un recurso procesal ineficiente. 

Prueba de ello, es el presente expediente Nº 08304-2012 que analizaremos en el 

presente informe jurídico, ya que revela la diferencia de posiciones en torno a esta 

problemática.  

SI bien la Corte Suprema peruana emitió, en el año 2013, el IV Pleno Casatorio 

Civil, a fin de lograr una uniformización de criterios sobre el poseedor precario, a la 

fecha del inicio de esta causa, aún no se había emitido dicho pleno, por lo que 

todavía se pueden aprecian los razonamientos disímiles y contradictorios de las 

instancias judiciales en torno al desalojo.  

En ese sentido, el propósito de este trabajo es esclarecer, a través del análisis de 

todo el expediente, la problemática mencionada; y dar nuestras posiciones sobre 

las decisiones jurisdiccionales adoptadas, destacando los aciertos y desaciertos 

que se suscitaron a lo largo de todo el proceso. 
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CONTENIDO 

1.  HECHOS EXPUESTOS POR LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL 

PROCESO 

1.1. Demanda: 

C. E. L. C. V. De C., interpone demanda de Desalojo por Ocupante Precario 

contra la señora H. M. L., a fin de que a ésta sea retirada del bien inmueble 

ubicado en xxxxxxxx Urbanización Santa Modesta, distrito de Santiago de Surco, 

Provincia y Departamento de Lima.  

En efecto, la demandante alega que, inicialmente el inmueble materia de 

controversia formó parte de un área de 30,000m2, inscrito en la partida Nº 

xyxyxyx, el cual era propiedad de su padre, y al éste fallecer, el 24 de diciembre 

de 1999, se inscribió la sucesión testamentaria el 31 de agosto del 2000.  

Así mismo, sostiene que el 26 de agosto del 2011, se realizó la inscripción de la 

Habilitación Urbana y la Independización de los lotes, correspondiéndole al bien 

materia de análisis la partida Nª xyxyxyx del Registro de Predios de Lima.  

En ese sentido, la Sra. C. E. L. C. V. De C sostiene que la demandada se 

encuentra ocupando el inmueble sin ningún título o derecho que la faculte como 

tal, por lo cual recurre al Órgano Jurisdiccional para solicitar la desocupación del 

bien. 

Finalmente, es importante recalcar que el demandante ofreció los siguientes 

medios probatorios: 



  

 Partida Nº xyxyxyx 

 Partida Nº xyxyxyx 

 Copia certificada del Acta de Conciliación Extrajudicial Nº xy emitida por 

centro de Conciliación Concesiones Mutuas.  

1.2. Contestación de la demanda:  

Luego de haberse declarado la inadmisibilidad de la demanda por no haber 

presentado los títulos archivados de la partida Nº xyxyxyx y, subsanada la 

misma, mediante resolución N° 04 se admite a trámite la demanda de Desalojo 

por Ocupación Precaria interpuesta por C. E. L. C. V. De C. Y acto seguido, 

dentro de los plazos establecidos por ley, H. M. L se apersona al proceso 

deduciendo excepciones y contestando la demanda. Nos referiremos 

brevemente a las excepciones para luego desarrollar los argumentos de la 

contestación propiamente dicha.  

a) Excepción de falta de legitimidad para obrar: 

La demandada alega que el inmueble por el cual se le ha demandado lo 

posee a título de propietaria por haberlo adquirido del Sr. J. M. T. M., 

mediante minuta de compraventa, contrato que no ha sido cuestionado en 

cuanto a su valor y eficacia. Así mismo sostiene que el derecho que la 

demandante pretende defender mediante las partidas registrales 

presentadas en sus medios probatorios, se encuentra impugnado en sede 

judicial, en consecuencia, carece de legitimidad para obrar.  

 



  

b) Excepción de Litispendencia: 

La demandada alega que respecto de la integridad del terreno de 3 Has. 

dentro del cual se encuentra incluido el área del Lote de terreno materia 

de litigio, se encuentra ventilándose en sede judicial; acción promovida 

por el anterior propietario J. M. T. M., en el Exp. nº 181-1999 del 12º 

Juzgado Contencioso Administrativo. Así también, la demandada sostiene 

que existe litispendencia ya que en el 6º Juzgado se encuentra en trámite 

otro proceso de Nulidad de Resolución Administrativa promovido por la 

Sucesión del Señor M. L. C., en el Exp. Nº 2576-2012, en el cual se 

cuestiona la Resolución de Alcaldía Nº 1206-2011 que anuló y dejó sin 

efecto todos los asientos que se inscribieron en las 158 partidas. En ese 

sentido, afirma que existen acciones administrativas y judiciales en donde 

se encuentra involucrada la propiedad alegada por la parte demandante.  

c) Contestación propiamente dicha:  

La demandada H.C.M. L. sostiene que la condición de precaria que le 

atribuye la demandante queda desvirtuada con el contrato de 

compraventa que posee desde el 14 de julio de 1995, ya que dicho 

documento le otorga la calidad de propietaria.   

Así también, alega que la Partida Registral Nº xyxyxyx, utilizada como 

medio probatorio en la demanda, se encuentra impugnada judicialmente, 

hecho que la demandante ha ocultado dolosamente y de mala fe, pues ha 

pretendido sorprender a la Administración de Justicia.  



  

Por otro lado, la demandada sostiene de forma categórica que la 

propiedad del inmueble materia de Litis que se atribuye la demandante 

mediante partida registral xyxyxyx, el cual fue anteriormente de su padre 

M. L. C., en realidad fueron tierras expropiadas y afectadas con fines de 

Reforma agraria de un predio más grande denominado xyxyxyx.  

Como argumento final, la demandada asevera que la propiedad de la 

demandante aún se encuentra cuestionada judicialmente en mérito a la 

nulidad de la Habilitación Urbana en la que se encuentra el predio, 

declarada mediante Resolución Nº 1206-2011 RASS de fecha 09 de 

noviembre del 2011. Con lo cual no procede entablar sobre dicho bien 

inmueble este tipo de acciones civiles, en razón de que el efecto y validez 

de la partida que acredita la supuesta propiedad (Partida Nº xyxyxyx) aún 

se encuentra en cuestionamiento judicial, por lo que solicita se declare 

infundada la demanda.  

1.3. Audiencia Única:  

Precisar el tenor de esta Audiencia es importante en el presente proceso, toda 

vez que en la misma se declararon infundadas las excepciones de Falta de 

Legitimidad para obrar y Litispendencia propuestas por la parte demandada.  

Por su parte, mediante Resolución Nº Catorce, el Juzgado sostuvo que en el 

presente caso no se configura la litispendencia, toda vez que no existe identidad 

de pretensión, ni del interés para obrar, ni identidad entre los sujetos, siendo 

materia distinta a la incoada el cuestionamiento que terceras personas ajenas al 



  

proceso hacen respecto de las resoluciones administrativas emitidas por la 

entidad edil respectiva.  

Finalmente, en esta Audiencia se declara saneado el proceso, se fijan los puntos 

controvertidos y se admiten los medios probatorios del presente proceso. 

1.4. Sentencia de Primera Instancia:  

Mediante resolución Nº 18 del primero de abril de 2014 se emite sentencia de 

primera instancia, en la cual se declara improcedente la demanda formulada por 

C. E. L.C. V. D. El Juez de primera instancia basa su fallo en la falta de interés 

para obrar  

A continuación, realizaremos una síntesis de los fundamentos principales que lo 

llevaron a tomar su decisión:  

a) La demandante basa su pretensión en mérito al derecho de propiedad que 

dice tener sobre el bien inmueble ubicado en xyxyxyxyxyx, distrito de 

Santiago de Surco, Provincia y Departamento de Lima; inscrito en la 

Partida Registral Nº xxxxxxxxx, el cual aparentemente obtuvo en mérito a 

la adjudicación por división y participación celebrado con sus anteriores 

propietarios, mediante escritura pública de fecha 09 de diciembre de 2011, 

con asiento xxxxxx.  

b) Sin embargo, se advierte que la Habilitación urbana sobre el terreno 

matriz de un área de 30,000m2 (Sector D- del Fundo el Salitre) inscrito en 

la Partida Nº xyxyxyx, ha sido declarada administrativamente nula de 

oficio, conforme a lo dispuesto mediante Resolución Nº 1206-2011 RASS 

de fecha 09 de noviembre del 2011.  



  

c) En razón de lo dicho anteriormente, el Juez sostiene que no se puede 

acreditar que el predio materia de debate le corresponda solamente a la 

demandante (propietaria única), pues en el mejor de los casos dicho bien 

sería de copropiedad junto con otros herederos de la sucesión L. C., 

conforme al tenor del asiento C00002 de la partida Nº xyxyxyxy, es decir, 

existen observaciones esenciales a los planos que en su momento se 

adjuntaron para la habilitación urbana en el predio matriz y que ha sido 

declarada nula administrativamente, lo cual impide determinar su 

pertenencia al predio matriz sito en el sector 2 de un área de 30,000 m2, 

xxxxxxxx.  

d) De modo que, la formulación de la demanda no puede ser efectuada por 

alguien que no es el único titular del bien inmueble matriz. 

e) En consecuencia, al darse dichas causales de improcedencia, la 

pretensión principal demandada es improcedente, ya que no existe una 

relación jurídica procesal válida, dejándose expedito el derecho de la 

demandante para reformular su pretensión en un nuevo proceso civil, en 

la vía idónea. 

1.5. Sentencia de Segunda Instancia:  

Con fecha 27 de mayo del 2015 se emite la sentencia de segunda instancia, 

mediante Resolución N º 02, en la cual la Quinta Sala Civil de Lima confirma las 

Res Nº 13 y 14, acerca de las excepciones presentadas por la parte demandada. 

En efecto, sobre la excepción de falta de legitimada para obrar el Colegiado 

considera que existe una razonable posibilidad de que el derecho de propiedad 

que se atribuye la parte demandante sea así en la parte material. 



  

Y en cuanto a la excepción de litispendencia, la Sala sostuvo que el Exp. Nº 181-

1999 tramitado ante el 12º Juzgado Contenciosos Administrativo de Lima y el 

Exp. Nº 2576-2012 tramitado ante el 6º Juzgado Contencioso Administrativo, 

tienen como pretensión la nulidad de las Resoluciones Administrativas Nº 474-

98-ORLC/JE y 549-98-ORLC/JE ambas referidas a la inscripción del título de 

propiedad de la sucesión de M.L. C., en la que integra, entre otros, la parte 

demandante. Sin embargo, tales expedientes, considera el Colegiado, no tienen 

ninguna relación con lo se pretende discutir en el presente proceso, dado que en 

éste corresponde evaluar el derecho de poseer de las partes procesales y no el 

derecho de propiedad.  

En cuanto a la decisión del Juez de primera instancia (A quo) de declarar 

improcedente la demanda, el Colegiado sostuvo lo siguiente:  

a) Cualquier propietario puede promover una acción posesoria o acción de 

desalojo del bien común, ya que la propia ley le otorga dicha facultad. En 

ese sentido el argumento del A quo para desestimar la demanda referido 

a la condición de copropietaria de la demandante, es equívoco e 

insuficiente para declarar la improcedencia de la demanda. 

b) Respecto al argumento de que la independización a favor de la 

demandante carece de efecto jurídico, sólo porque la resolución 

administrativa que dispuso la habilitación urbana donde se encuentra el 

inmueble fue declarada nula, el Colegiado lo considera como un 

fundamento sin asidero jurídico, ya que sostiene que la habilitación urbana 

es sólo un proceso de urbanización para delimitar lotes, construcción de 



  

vías y ejecución de servicios públicos, mas no para otorga el derecho de 

propiedad.  

c) En ese sentido, afirma que si bien se han declarado nula resolución 

Nº1198-2010-RASS en mérito a la cual se abrió la partida registral Nº 

xyxyxyx (donde se reconoce a la demandante como propietaria del bien 

sublitis), también se debe advertir que la Escritura Pública de fecha 13 de 

diciembre de 2011 no ha sido declarada inválida, siendo ésa última la que 

transfiere el derecho de propiedad del bien sublitis a favor de la 

demandante y por acuerdo de todos los copropietarios, y no las 

resoluciones administrativas que otorgaron la habilitación urbana.   

d) Finalmente, el Colegiado sostiene que la parte demandada no ha 

demostrado que tiene título posesorio válido para permanecer en el uso 

del bien materia de desalojo. En efecto, la Sala hace un recuento de las 

partidas registrales alegadas y advierte que la referida minuta se 

encuentra inscrita en la Ficha Nº xyxyxyx, la cual ha sido declarada nula 

en un proceso judicial anterior. Por lo cual, el derecho que invoca la parte 

demandada no resulta oponible a la demandante, de modo que se ha 

configurado en el presente caso la posesión precaria.  

1.5. Casación: 

El día 19 de mayo del 2016 la Corte Suprema emite la Casación Nº 4538-2015, 

recurso que fue presentado contra la decisión adoptada por la Sala Superior bajo 

las causales siguientes:   

a) Indebida aplicación del artículo 911 del Código Civil  

b) Inaplicación del artículo 2015 del Código Civil  



  

c) La inobservancia de la doctrina jurisprudencial vinculantes del IV 

Pleno Casatorio Civil  

d) Contravención de las normas que garantizan el derecho a un debido 

proceso; inciso 3 y 5 del artículo 139 de la Constitución Política del 

Estado.  

En el caso concreto, la Corte Suprema sostiene que si bien la Sala de mérito 

sustentó su decisión en el estudio efectuado a los títulos que invocan ambas 

partes, sus fundamentos estuvieron dirigidos a dirimir la controversia en cuanto 

a la declaración de propiedad, siendo ello ajeno al debate en un proceso de 

desalojo por ocupación precaria.   

En ese sentido, se puede advertir que en el presente caso la demandada cuenta 

con un título posesorio válido para permanecer en el uso del bien (minuta de 

compraventa). Por ello declararon fundada la Casación y reformando la apelada 

declararon infundada la demanda sobre desalojo por ocupación precaria.  

 

2. ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL CASO 

 

Llegado este punto, procederemos a analizar los principales problemas jurídicos 

que, desde nuestro punto de vista, se encuentran inmersos en el presente caso.  

2.1. Aspecto genérico: Los límites del análisis judicial respecto de la 

situación jurídica de las partes, dentro de un proceso de Desalojo por 

Ocupación Precaria  

Calificar a una persona como “precario”, en la práctica jurídica nacional, siempre 

tuvo como finalidad lograr expulsar a alguien de un bien inmueble de manera 



  

rápida y eficaz. La figura del precario, en nuestro ordenamiento jurídico, se creó 

para aquellos casos en los que una persona que se encontrara ocupando un bien 

inmueble, sin tener ningún título que le diese derecho de habitarlo, sea retirado 

del mismo a través de un proceso célere, ágil, al cual se le denominó “desalojo 

por ocupación precaria”. Sin embargo, a lo largo de los años esta construcción 

jurídica generó innumerables controversias teóricas y prácticas, referido a cuál 

debería ser el nivel de análisis de los jueces en este tipo de procesos.   

Como podemos advertir, el poseedor precario se encuentra íntimamente 

relacionado con el proceso de desalojo, son indesligables. ¿Por qué? Pues 

porque la ley le otorgó esta herramienta jurídica (desalojo) al demandante que 

quería recuperar la posesión de su bien sin tener que transitar por un engorroso 

y largo proceso. Para ello, el demandante debía demostrar tener la propiedad 

del bien inmueble ocupado por un ajeno, o cualquier derecho que le diese la 

facultad de poseerlo, frente a un demandado que no tuviese ningún título, 

(documento) que le permita demostrar que se encontraba ocupando el bien de 

forma legítima.  

Así pues, la posesión precaria en el Perú se definió en el artículo 911º del Código 

Civil de la siguiente manera: 

“La posesión precaria es la que se ejerce sin título alguno o 

cuando el que se tenía ha fenecido” 

¿Qué ocurría entonces si un demandado mostraba un título (documento) al Juez, 

sea de propiedad, arrendamiento, compraventa, etc.? O ¿si alegaba haber 

adquirido la propiedad del bien mediante prescripción adquisitiva o cuestionaba 

que un contrato no había sido efectivamente resuelto? Pues los Jueces no 



  

consideraban al demandado como precario; se rechazaba la demanda de 

desalojo y el Juez ponía en “lista de espera” al demandante, quien debía 

defender el derecho alegado en un proceso más largo y complejo, como por 

ejemplo la reivindicación.   

En ese sentido, el proceso de desalojo por ocupación precaria estaba reservado 

sólo para aquel demandante que lograse demostrar un derecho de posesión 

sobre el bien, frente a un demandado que no tenía ningún título, es decir, no 

mostraba ningún documento ante el Juez que generase la mínima posibilidad de 

contar con el derecho a poseer el mismo bien. Para discutir todo lo demás 

(derecho de propiedad, validez de títulos, eficacia de títulos) estaba el proceso 

de reivindicación, el cual es un proceso mucho más complejo y engorroso y que 

por lo tanto tomaba más tiempo dilucidar, debido a la amplia actividad probatoria 

que requiere.   

Es importante subrayar que el término “título” se identificaba como “documento”. 

Es ahí entonces que empezaron los problemas para la judicatura nacional, pues 

los demandados no encontraron mejor manera de defenderse de un proceso de 

desalojo por ocupación precaria que mostrando cualquier título (documento) 

falso, alterado o ficticio, logrando así que las demandas de desalojo sean 

declaradas infundadas o improcedentes y que, en consecuencia, no se discuta 

el tema de fondo.   

Muchos jueces, basándose en el artículo 911º, no tenían otra alternativa que 

inhibirse de dictar sentencia e instar a las partes a que discutan el conflicto en 

un proceso distinto, con mayor amplitud de debate como el de reivindicación o 

mejor derecho de propiedad, sosteniendo que había “asuntos pendientes por 



  

resolver”1. Sin embargo, muchos otros jueces, también optaban por analizar 

sumariamente los documentos presentados por el demandado e intentaban 

indagar si es que dichos documentos daban una evidencia clara o no de que el 

demandado tenía derecho a habitar el bien.  

De forma inevitable empezó a evidenciarse una falta de predictibilidad y 

seguridad jurídica, al no existir un criterio definido en torno a los límites de 

análisis que tenían los jueces, respecto de los medios probatorios. Para algunos 

era suficiente con que el demandado muestre un documento, el que fuere, así 

sea manifiestamente nulo, para declarar infundado o improcedente el desalojo, 

mientras que, para otros, la mera presentación de un documento no era 

suficiente para llegar a contradecir la demanda de desalojo interpuesta por el 

demandante.    

Para resolver dicha problemática, los magistrados de la Corte Suprema emitieron 

el IV Pleno Casatorio (Cas. Nº 2195-2011 Ucayali), el cual se publicó 14 de 

agosto del año 2013. A partir de la emisión de este Pleno, quedó mucho más 

claro el nivel de análisis que debía ejercer el Juez respecto de los fundamentos 

alegados por las partes dentro de un proceso de desalojo por ocupación precaria 

y así mismo, quedó claro que el término “título” no se refería a un documento, 

sino a aquel acto jurídico o circunstancia habilitante para poseer un bien 

inmueble.   

En ese sentido, en nuestro ordenamiento jurídico, a partir de la emisión del IV 

Pleno Casatorio Civil, el famoso “poseedor precario” debe entenderse como 

aquel que, puesto en un proceso de desalojo y en la sumariedad propia de su 

                                                             
1 Cas. Nº 1040-2003- Lima; Cas. 3044-2006-Lima.  



  

análisis, resulta exhibido como alguien carente de derecho. Esto es así, debido 

a que en un proceso de desalojo el Juez no puede hacer una investigación 

profunda de la condición del demandado, ni tampoco de la validez del reclamo 

del demandante, es decir, su convicción se forma en el marco de una 

sumariedad, en donde el nivel de análisis es superficial, básico y limitado.  

En consecuencia, un poseedor tiene la calidad de “precario”, sólo cuando en el 

marco de un proceso de desalojo resulte evidente, claro y contundente que 

aparentemente no tiene derecho. De lo contrario, si el Juez adquiere una duda 

respecto de si el demandado tiene o no derecho a poseer el bien, entonces el 

poseedor no se debería calificar como precario.  

Como puede advertirse, ningún poseedor es precario per sé, sino que esta 

condición se activa dependiendo de las pruebas que pueda o no ofrecer el 

demandado en un proceso de desalojo Es decir, que alguien resulte siendo 

calificado como poseedor precario en un proceso de desalojo por ocupación 

precaria, no implica que no tenga realmente el derecho, sino que, simplemente, 

en la sumariedad del proceso de desalojo, no ha podido generar convicción en 

el juez de su supuesto derecho a permanecer en el bien.  

Así, el IV Pleno Casatorio Civil estableció alguno de los supuestos más comunes 

de precariedad, instituyéndolos como precedentes vinculantes, de los cuales 

analizaremos brevemente 2 de ellos, a fin de entender todo lo expuesto:  

1. Es precario aquel a quien se le ha resuelto un contrato de manera 

extrajudicial, cumpliendo con todas las formalidades establecidas por ley. 

En este caso, por ejemplo, no se le impide al demandado discutir en un 

proceso distinto las causas que ameritaron la resolución del contrato, ni 



  

tampoco se le permite al Juez pronunciarse sobre la resolución del 

contrato. Simplemente si el Juez advierte que se resolvió el contrato 

conforme a Ley, declara al demandado como precario y procede a ordenar 

el desalojo del mismo.  

2. Es precario aquel que muestre un título inmerso en una causal de 

invalidez absoluta y esta sea evidente, conforme a los artículos 219 y 220 

del Código Civil. Por ejemplo, si un bien inmueble fue “vendido” por un 

incapaz absoluto, evidentemente este documento resulta siento inválido y 

es de fácil comprobación por parte del Juez, por lo que el demandado que 

alegue su derecho en base a dicho contrato será considerado como 

precario. Como vemos, no es suficiente ahora con mostrar un mero 

documento, sino que el Juez puede analizar de forma rápida el mismo, y 

si resulta claro y contundente que éste es inválido, el demandado, pese a 

tener documento a la mano, no tendrá título posesorio, es decir, aquella 

circunstancia jurídica que lo habilite a permanecer en el bien.  

Como podemos advertir, en estos tres supuestos, la condición de precariedad 

surge a partir de un análisis sumario de parte del Juez, quien analiza de forma 

expeditiva si al demandado le podría o no asistir algún derecho de habitar el bien 

materia de Litis. En caso de que el demandado logre demostrar, al menos de 

forma sumaria, que podría tener algún derecho sobre la posesión del bien, 

entonces no se le debería considerar poseedor precario, y la restitución del bien 

debería discutirse en un proceso más lato y amplio. 

2.2. Aspecto concreto: Ambas partes alegan tener titularidad o derecho de 

propiedad sobre el mismo bien, dentro del presente proceso de Desalojo 

por Ocupación Precaria  

 



  

El desalojo, según algunos autores como la profesora Marianella Ledesma, es 

una pretensión de orden personal, tendiente a recuperar el uso y goce de un bien 

inmueble que se encuentra ocupado por quien carece de título.  

Teniendo en cuenta lo mencionado, debemos sostener que en un proceso de 

desalojo la materia de controversia no versa sobre la propiedad o titularidad de 

un bien, sino sobre el derecho a poseer el mismo.  

Lo que puede hacer el Juez es realizar un análisis superficial de los títulos para 

llegar a tener cierta convicción de que al demandado le asiste o no el derecho a 

poseer, al menos momentáneamente, mientras se discute la controversia en un 

proceso más lato, eso es a lo que le faculta al Juez el IV Pleno Casatorio. Pero 

si el demandado no logra demostrar, si quiera mínimamente, su posible derecho 

a habitar el bien, entonces el Juez podrá declarar fundado el Desalojo.  

En el presente caso, ambas partes alegan titularidad del mismo bien. Por un lado, 

la demandante, sostiene que, al declarársele herederos universales y únicos a 

ella y a sus 8 hermanos de un predio matriz, y posteriormente haberse realizado 

la independización de varios lotes, se le adjudicó el bien materia de Litis, el cual 

se encuentra debidamente inscrito con la partida Nº 12714901; con lo cual cuenta 

con el derecho de propiedad sobre bien materia de análisis.  Y por su parte, la 

demandada alega que tiene la posesión de la bien materia de Litis también en 

calidad de propietaria, en mérito a una compraventa que aún tienen vigencia 

plena y no ha sido impugnada.  

Como podemos advertir, ambas partes procesales afirman tener el derecho de 

propiedad sobre el mismo bien. Además, la demandada invoca algunos procesos 

administrativos externos al proceso judicial para cuestionar la validez del derecho 



  

alegado por la demandante, con lo cual, se presenta un enorme problema para 

el administrador de justicia, ya que existe mucho material probatorio que debería 

ser analizado.  

Sin embargo, el proceso de desalojo no permite dicha actividad, ya que es de 

carácter sumario y no tiene el número de audiencias, plazos, y recursos 

necesarios para dilucidar una controversia como esta.  Siendo así, los jueces 

que conocieron este proceso, tuvieron efectivamente ante sí un problema de 

límites y alcances del análisis probatorio para tomar una decisión.  

En el siguiente apartado veremos cómo fue que resolvieron cada una de las 

instancias y qué tipo de razonamiento utilizaron para justificar su decisión.  

 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS.  

Llegado este punto, expondré mi posición fundamentada sobre las Resoluciones 

emitidas en el presente proceso, teniendo en cuenta los principales problemas 

jurídicos que han sido identificados en el desarrollo del presente informe. 

2.1. Respecto a la Resolución Nº 18 – Sentencia de Primera Instancia:   

Mi posición respecto de esta sentencia es parcialmente en 

desacuerdo, toda vez que, si bien coincido con el rechazo de la 

demanda de desalojo presentada por el demandante, considero que 

no debió realizarse bajo la causal de improcedencia de falta de interés 

para obrar, sino más bien creo que el Magistrado debió haber 



  

efectuado un pronunciamiento de fondo. Es decir, debió analizar si el 

demandado le asistía o no un derecho a poseer.  

El Juez de primera instancia considera que la actora incurrió en la 

causal del numeral 2 del Art. 427 del CPC.  

Sin embargo, este razonamiento del magistrado resulta inapropiado e 

incongruente, pues no se condicen, en primer lugar, con los puntos 

controvertidos establecidos en la propia resolución. 

En efecto, estos estaban destinados a determinar, en primer lugar, si 

la demandada se encontraba en la obligación de restituir el bien 

materia de Litis, y, en segundo término, a determinar si la demandada 

ostentaba algún título que justifique la posesión en el inmueble. No 

obstante, el Juez se dedicó a analizar la calidad de propietaria 

exclusiva de la demandante, sosteniendo que debió incorporar su 

calidad de “copropietaria” en la presentación de la demanda, algo que 

en definitiva no era materia de discusión.   

Así mismo, el Juez sostuvo que la demandante no ha demostrado 

fehacientemente que dicha sección pertenezca al predio matriz, por lo 

que no puede discutirse el derecho de reivindicación de la 

demandante.  

Pero en este caso la demandante sí había logrado acreditar que 

contaba con un título de propiedad inscrito, ya que alegaba que junto 

con sus hermanos adquirieron dicho bien. Por lo que no resulta 

apropiado que el Juez haya hecho una valoración de una resolución 

administrativa referida a la habilitación urbana para concluir que no 



  

contaba con interés para obrar, pues esto no tenía nada que ver con 

el presente proceso.  

Por otro lado, el Juez al sostener que faltaba interés para obrar porque 

la demandante no acreditó con documento fehaciente que dicha 

sección pertenecía al predio matriz, también realizó un análisis que se 

encuentra fuera del ámbito de discusión de los puntos controvertidos.  

Finalmente, debemos tener en cuenta que la demanda ya había sido 

calificada previamente, donde la demandante hizo gastos de tiempo, 

esfuerzo y dinero durante todo el proceso, por lo que argüir una 

improcedencia de demanda en el estadio procesal de sentencia, me 

parece un despropósito en un caso en donde existía material 

probatorio suficiente para declarar la procedencia de la demanda y en 

consecuencia emitir un pronunciamiento de fondo. 

Considero que en este caso la demandante sí había cumplido con los 

estándares del art. 427 del CPC. 

 

2.2. Respecto a la Resolución Nº 02 – Sentencia de Segunda 

Instancia:  

 

En la presente Resolución los magistrados de la Sala empiezan 

analizando brevemente la decisión del A quo de declarar infundadas 

las excepciones presentadas por la parte demandada (falta de 

Legitimidad para obrar y Litispendencia), decisión con la cual 

concuerdo plenamente. 



  

En efecto, considero que en el presente proceso no se configura una 

falta de legitimidad para obrar, toda vez que existe una razonable 

posibilidad de que el derecho de propiedad que se atribuye la parte 

demandante sea así en la parte material. La parte demandante no solo 

sustenta su derecho de propiedad con partidas registrales sino 

también con la Escritura Pública que contiene la División, Partición y 

Adjudicación del inmueble matriz y del inmueble sub Litis, por lo que 

dicha parte procesal ha demostrado encontrarse habilitada para incoar 

la demanda. 

En cuanto a la excepción de litispendencia, también concuerdo con la 

decisión de la Sala al Confirmar la resolución de primera instancia que 

declaró infundada la misma, toda vez que las resoluciones 

administrativas que se invocan no tienen ninguna relación con lo se 

pretende discutir en el presente proceso, donde se evalúa el derecho 

de poseer de las partes procesales y no el derecho de propiedad, de 

modo que considero que no habría ninguna posibilidad de considerar 

la existencia de duplicidad de procesos.  

En cuanto a la sentencia que declara improcedente la demanda, el A 

quem, en principio, realiza un análisis sobre la posibilidad que tienen 

los cotitulares de un bien para invocar en sede judicial el derecho que 

corresponde a cada partícipe conforme a la normativa civil vigente, con 

lo cual yo estoy plenamente de acuerdo, ya que, efecto, cualquier 

propietario puede interponer una demanda de desalojo del bien 

común.  



  

En ese sentido, tal como lo advertimos anteriormente, la condición de 

copropietaria no era razón suficiente para declarar improcedente la 

demanda en primera instancia. Por lo que concuerdo con el 

considerando de la sentencia de segunda instancia referida a este 

punto.  

En relación a la supuesta carencia de efecto legal de las 

independizaciones, concuerdo con la posición del Colegiado, en el 

sentido de que dicho argumento tampoco es suficiente para haber 

declarado la improcedencia de la demanda, puesto que la habilitación 

urbana es solo un proceso de urbanización. 

Hasta los considerandos mencionados en el párrafo anterior muestro 

mi conformidad. Sin embargo, en cuanto al fallo final de la resolución 

materia de análisis manifiesto mi desacuerdo, por las siguientes 

razones. 

Los Jueces de Segunda Instancia sostienen que la parte demandada 

no ha demostrado tener título posesorio válido para permanecer en el 

uso del bien.  

Así mismo, en los últimos considerandos de la resolución analizada, el 

Colegiado afirma que: “ha quedado demostrado el dominio de la parte 

demandante sobre el mueble sublitis” lo cual me parece una afirmación 

que merece cuestionarse.   

Ambos análisis me parecen extralimitados, ya que como hemos dicho 

anteriormente, el proceso de desalojo por ocupación precaria no 

admite la realización de un estudio de titularidad, es decir, el Juez no 



  

puede declarar o hacer referencia directa al derecho de propiedad, 

más aún si existen, de ambos lados, evidencias suficientes como para 

considerar que la controversia requiere una mayor carga probatoria.  

En ese sentido, creo que la decisión de revocar la sentencia de primera 

instancia y reformarla para declarar fundada la demanda es incorrecta, 

pues los fundamentos de la Sala estuvieron dirigidos a resolver la 

controversia en relación a la propiedad.  

 

2.3. Respecto Casación Nº 4538-2015:  

 

Desde mi punto de vista esta decisión es la que jurídicamente resulta 

más idónea en virtud del tratamiento que se le da en nuestro 

ordenamiento al poseedor precario y a la naturaleza del Desalojo por 

ocupación precaria.  

La Corte Suprema analiza de forma acertada, en primer lugar, cuál es 

el límite que tienen los jueces dentro de un proceso de desalojo, 

teniendo en cuenta los precedentes establecidos en el IV Pleno 

Casatorio Civil, y, en segundo término, cuál es la decisión conforme a 

derecho que deben tomar los propios jueces si advierten que ambas 

partes alegan titularidad de un bien, y, además cuando existen medios 

probatorios suficientes para concluir que ambas partes procesales 

pueden ostentar el derecho a poseer el bien. En ese sentido, la Corte 

Suprema sostiene que en el presente caso no corresponde examinar 

dicha controversia en un proceso sumario como el desalojo por 

ocupación precaria.  



  

En efecto, tal como lo mencionamos en el apartado anterior, los 

procesos de desalojo por ocupación precaria en el Perú tienen como 

característica ser un proceso célere y rápido, que impide realizar una 

actividad probatoria amplia; todo lo contrario, en este tipo de procesos 

el Juez sólo examina sumariamente los medios probatorios que le 

ofrecen las partes, y dentro de esa sumariedad se genera o no 

convicción de que al demandado le podría asistir el derecho a poseer. 

Así pues, la Corte Suprema entiende que la decisión de la Sala Civil 

se basó en el estudio de los títulos presentados, los cuales orientaron 

los argumentos a dirimir la controversia sobre la declaración de 

propiedad. Sin embargo, es evidente que aquí existe una vulneración 

al principio de congruencia procesal pues se extralimitaron en su 

análisis. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

CONCLUSIONES 

 

 El poseedor precario es aquel que no cuenta con título que justifique su 

posesión, o el que tenía se ha extinguido.  

 El término título no se refiere a “documento” sino a cualquier acto o 

circunstancia jurídica que te habilita a poseer un bien.  

 El IV Pleno Casatorio Civil ofrece una herramienta de defensa para 

aquellos demandados en el proceso de desalojo por precariedad, cuando 

éstos alegan tener derecho a poseer, ya que a través de los medios 

probatorios que ofrezcan pueden desacreditar el derecho de poseer a 

favor del demandante, siendo labor del juez analizarlo de forma sucinta.  

 El proceso de desalojo por ocupación precaria es sumarísimo, lo que 

implica su celeridad, brevedad y rapidez.  

 En un proceso de desalojo no puede discutirse el derecho de propiedad 

ni la titularidad de las partes, solamente se puede dilucidar el derecho de 

posesión.  

 El hecho de ser considerado precario en un proceso de desalojo no 

significa que el demandado pierda el derecho que pretende defender, éste 

puede ejercer su defensa en un proceso más lato. 
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ANEXO 

 ULTIMA RESOLUCION 
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